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ESCRITO DE LA COMISiÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS SOBRE
REPARACIONES EN El CASO DE JOSÉ CARLOS TRUJILLO OROZA (11.123)

CONTRA El ESTACO CE BOLIVIA

Honorable Corte Interarnerícana de Derechos Humanos:

Hélio Bicudo, Delegado de la Comisión Interarnericena de Derechos Humanos (en
adelante "la Comisión") y MUton Castillo Rodrfguez, Especialista Principal de la Secretarfa,
por la personería que tenemos acreditada en autos, nos dirigimos a la Honorable Corte
Interamericana de Derechos Humanos len adelante "la Honorable Corte") con el objeto de
presentar escrito de reparaciones en el caso de José Carfos Trujillo Oroza 111.123) de
conformidad con lo solicitado por la Honorable Corte en su Resolución del 27 de enero de
2000.

l. INTRODUCCiÓN
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1. La Comisión someti6 el presente caso a la consideraci6n de la Honorable
Corte porque involucra serias violaciones continuadas o permanentes de derechos
consagrados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante "la
Convención") cometidas por agentes de la República de Bolivia len adelante "el Estado".
"el Estado boliviano" o "Bolivia") en perjuicio de José Carlos Trujillo Oroza, estudiante
universitario quien fue detenido arbitrariamente, torturado y desaparecido en la ciudad de
Santa Cruz, Bolivia. JoSli Carlos Trujillo fue detenido el 23 de diciembre de 1971 Y
trasladado al recinto carcelario denominado "El Pari" donde permaneci6 hasta el 2 de
febrero de 1972, fecha en que su madre, la .eñora Gladys Oroza Vda. de Sol6n Romero
pudo verlo por última vez con vida y con visibles signos de tortura. Al ser responsable de
un hecho que constituye desaparición forzada, el Estado ha incurrido en una violaci6n
continuada o permanente de sus obligaciones internacionales cuyos efectos se prolongan
en el tiempo mientras no se establezca el destino o paradero de la vrctlrna.

2. En la audiencia pública celebrada ante la Honorable Corte el 25 de enero de
2000, Bolivia reconoció los hechos expuestos por la Comisión en su demanda y aceptó su
responsabilidad internacional y las consecuencias jurrdicas Que derivan de los hechos
mencionados. En consecuencia, la Honorable Corte dictó sentencia sobre el presente caso
el 28 de enero de 2000, dispuso inter afia lo siguiente: .

1 . Admitír la aceptación <1e los hechos y el reconocimiento de responsabilidad
efectuados por el Estado_

2. Declarar. conforme a los términos del reconocimiento de responsabilidad por parte del
Estado, Que éste \/ioI6, en perjuicio de las personas citadas en et párrafo 1 de esta sentencia.
y según lo establecido en dicho párrafo. lo" derechos protegidos por los artlculos 1,1
¡Obligación de Respetar los Derechos), 3 (Derecho al Aeconocimiento de la Personalidad
Jurrdical, 4 (Derecho a la Vida!. 5.1 y 5.2 IDerecho a la Integridad Persenal), 7 (Derecho a la
libertad Individuall. B.1 IGarantlas Judiciales), V 25 (Protección Judicial) de la Convención
Americana sobre Derechos Humanos.
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3. Abrir el proeedimiento sobre reparaciones V comisionar al Presidente para Que adopte
las medidas correspondililntes.'

2. Convocar, oportunamente, a los familíares de la vretlrna o sus representantes, a la
Comisión Interamericana de Derechos Humanos y al Estado de Bolivia, a una audiencia
pública, una vez finali~Bda la etapa escrita del procedimiento."

1. Otorgar a los familiares de la vrcnrna o sus reprnentlntes. a la Comisión
Interamericene de Derechos Humanos y al Estado de Bollvla, un plazo de 60 dlas a partir de la
notificaci6n de la presente resolución para Clue presenten sus argumentos y las pruebas de Clue
dispongan para la determinación de lis reparaciones.

En resoluci6n de 27 de enero de 2000, la Honorable Corte decidió lo

4. En nota de 24 de marzo de 2000, la Comisión solicitó una prórroga de 30
dIe!> para presentar su escrito de reparaciones en el presente caso. La Honorable Corte
otorgó ZI le Comisión un plazo adicional hasta el 27 de abril de 2000. En consecuencia y
de conformidad con lo decidido por ese Alto Tribunal, la Comisión somete --en tiempo y
forma-e el presente escrito sobre reparaciones y gastos a consideración de la Honorable
Corte.

3.
siguiente:
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/l. NATURALEZA Y MODALIDADES DE REPARACiÓN

5. La violación de derechos fundamentales de la persona humana otorga a la
vtctlrna el derecho i!J obtener reparación. La Convención Americana ··de la cual Bolivia es
Estado Parte-- establece esta posibilidad con relación a los derechos allf protegidos. La
naturaleza y el alcance de las reparaciones deben ser, sin embargo, "eroporcionalleal a la
gravedad de las violaciones y los daños resultantes" .3 En este sentido,

se debe prestar particular atención a las flagrantes violaciones de los derechos hum~no$ (.. )
errtre las cualu figuran como mlnimo "Sil siguientes' ..1genoc:idlo: la esolavitud V tas précticas
slmllarell; las ejecucíones sLlmarlas o arbitrarias; l. tOrluf. y los tratos o penas crueles,
inhumenas o degradantes; l.. d•••¡urlcioMIi fOlZlldlls; ,. df1tenci6n IIlbitnlrilt y
pfoJOffgMl.... (énfasis agregado),'

1""
t

6. Asr, la violación del derecho a la vida. a la integridad personal, a la libertad
individual, a las garantías judiciales, etc. tiene entre sus consecuencias, por una parte, la
responsabilidad del Estado que ha cometido graves violaciones de derechos fundamentales
y, por la otra, como lo ha declarado la Honorable Corte en su amplia Jurisprudencia, la
obligación de reparar las consecuencias de esas violaciones, incluyendo el pago de una
justa indemnización a la víctima y a sus familiares y el resarcimiento de los gastos en que
hubieran incurrido en virtud del proceso internacional.

, Corte \. o.s., C§.SQ Tnliill9- QrOZI!. SeMen.i. de 26 de enero de 2000, párrafo 43.

2 Corte \. O. H.• C.Z' T,ulill~, Aesolución de' Pr""idante de la Cort. Intsrame,icana de Derecho.. Humanos
de 27 de .ne.o de 2000.

, Thao Van Boven, úw!íl!o rWllilt9 l' dert.cho.Se restit,u5ién, ingemD'~9Jén y reh.ªllilll!'cilIDJ 18$ "'<almes d.
:till!JJ¡;Qnu..!.l!i!:I!:IIU d$ 10& de(echOli h!<!m.Jnos.y ''\iJI!¡e'1.!'!ls fulJ.9i1mentsJli. Naciones Unidas,' iICN_4ISub.211993IS,
párrafo 137(4).

, Id.m.. párrafo 1370l.
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7. la determinación de la responsabilidad internaclo(\sl tiene como objetivo
principal restablecer el equilibrio de las normas de derecho internaetonal violadas. Según
expresara la Corte Permanente de Justicia Internacional en la fase lndernnlzetoria del
Chorzow FlIctory Case", la reparaclcn debe tener como objetivo borrar las consecuencías
de la acción u omisión ilícitas, restableciendo la situación 8 su estado anterior.

8. El artfculo 53111 de la Convención otorga 11 la Honorable Corte la facultad de
disponer que se garantice al lesionado el goce de su derecho o libertad conculcados cuando
--como en este caso-- concluya que se cometieron violaciones de los derechos o libertades
consagradas en dicho instrumento internacional. Este artrculo también dispone, si ello
fuera procedente, que se reparen las consecuencias de la medida o situación que ha
configurado 18 vuíneracrón de esos derechos y el pago de una justa indemnizaci6n i!I la
parte lesionada.

9. La Honorable Corte ha adoptado una posición amplia respecto del alcance de
In reparaciones. En efecto, ese alto tribunal ha establecido que:

r

La indemnizacl6n que se debe a las víctimas o e sus familiares en los t6rmlnos del ertfculo
6~(1I de lB Convención debe estllf orientada a procurer la restirvrio in inrfJgrum de los daños
causados por el hecho violatorio de los dereehes humanos. El desiderátum es le restituoi6n
total de la situación lesionada, lo cual, lamentablemente, es a m",nudo imposible. dada la
naturaleza irreversible de los perjuicios OClIsionados (•. l. En esos supuestas. es procedente
acordar ,1 pago de un. "Juat. indemniuci6n" en términos lo suficientemente amplios para
compensar, en 1.. medida de lo posible, la pérdida sufrida.e
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10. En circunstancias en que el restablecimiento de la situación anterior no es
posible. dada le naturaleza irreversible de los perjuicios ocasionados, la repareclón debe
asumir otras forml!ls, como la indemnización pecuniaria. Esta indemnización se refiere a los
perjuicios sufridos, incluyendo tanto el daflo moral como el material.

11. En el C~SD sub judlce, la detención arbitraria e ilegal de José Carlos Trujillo
Oroza, sumada a las torturas a las que fue sometido y su final desaparición forzada,
constituyen no sólo delitos de carácter continuado o permanente »rnlentras no se
establezca el paradero o destino de la victima-- sino también un perjuicio de naturaleza
irreversible.

, 2. Puasto que las reparaciones deben reflejar la gravedad de las violaciones de
los derechos humanos cometidas por el Estado, así como la seriedad de las consecuencias
jurídicas que de ellas se derivan. la Comisión considera necesario que la reparación en el
presente caso comprenda el pago de una justa indemnización por el daíio material y moral,
el resarcimiento de los gastos y costas, asr como medidas de satisfacción y garantías de
no-repetición.

s-,
". '

r

•
• .Q¡¡w;ow F"C1QryjlnQtmnitvJ. SOa,!le (1928), p.e.u.. Ser. A. N° 17. p. 47

, Corte l. O. H., C'W' GQ¡jiW Cru¡. 'Daa?r!.\fsi~n de 1, s..n~enclJl,Jle lndemniu¡:i61) Comll.ensetgria. semen"ia
d.' 17 de aG".'o de 1990, Seri.. e, N" 10. pSrr. 27. ,
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13. Lo anterior es consistente con la jurisprudencia y la doctrina del derecho
internacional de los derechos humanos, la cual establece que la reparación puede adoptar
diversas formas. El término "reparación" está ligado a todos aquellos reclamos solicitados
por quien demanda a un Estado, vale decir. la restitución, la disculpe. el juzgamíento y la
sanción de los individuos responsables por la violación. la adopción de medidas para evitar
que el acto llícito se repita en el futuro o cualquier otra forma de satisfacci6n. 7

14. La Honorable Corte también ha señalado al respecto que

La reparación as el término genérico (;lue comprende las diferentes formas como un Estado
pueda haoer frente Ii la responsabilidad internacional en Que ha incurrido trestitutío in
inregrum, indemnización, slltisfaceión, l1arantras de no repetioión, entre otr.s) .

La obligación de reparer establecida por los tribunale~ internacionale.. se rige, como
universalmente he sido aceptado, por el derecho internacional en todos sus aspectos: alcance,
naturaleza. modalidades y la determinación de los beneficiarlos, nad. de lo cual puede Iler
modlfíolldo por el Estado obligado, ¡nllocando para ello disposiciones de su derecho int.rno.8

15. En consecuencia. li!ls reparecíones que eitablezca 121 Honorable Corte deben
guardar relación con fas violaoiones a los artlculos 3, 4, 5( 1l y 5(2), 7. Sil), y 25, en
concordancla con el artfculo 1111 de la Convencl6n Americana, que fueron declaradas en su
sentencia de 26 de enero de 2000. En lo que respecta a la violación del derecho 8 la vida,
la Honorable Corte ya se ha pronunciado en anteriores oportunidades señalando que "la
reperación, dada la naturaleza del bien afectado. adquiere sobre todo la forma de une
indemnización pecuniaria según la práctica jurisprudencial internacional, a la cual debe
sumársele la garantfa de no repetición del hecho lesivo. La reparación, como la palabra lo
indlea, consiste en las medidas que tienden a hacer desaparecer los efectos de la violación
cometida. Su calidad y su monto dependen del dal'lo eceslonadc tanto en el plano material
como en el moral. La reparación no pueda implicar ni un enriquecimiento ni un
empobrecimiento pera la vfctima o sus sucesores". 9

111. PERSONAS CON DERECHO A REPARACiÓN

14, El artrculo 53( 11 de la Convención dispone el pago de una justa
indemnización a "la parte lesionada". De acuerdo con la sentencia que dictó la Honorable
Corte el 26 de enero de 2000, "tal como fue expresamente reconocido por el Estado, éste
incurrió en respon5abilidad internacional por violaciones de los derechos protegidos [por la
Convención]. en perjuicio de las personas citadas en el párrafo 1 de esta sentencia, en los
t'rmlnos est!lblecidos en dicho párr"fo",'o Las persones citadas en el primer párrafo de la
mencionada sentencia son José Carlos Trujillo Oroza y sus familiares, los cuales fueron
objeto de violaciones de los derechos humanos por parte del Estado boliviano, y por tanto•
con derecho a reparaci6n. En el caso sub iudtce, los familiares Que junto a la vfctlrna, José
Carlos Trujillo Oroza. tienen derecho a la reparación son los siguientes:

r

7 Brownlie. len, §J3ts Fle§PJi!n.ibilltl1, Part 1, CI.randon Pros5. Oxford, 1983, p. 199

• Corta l. O. H.,~ C.8,81ilLO Páe., S.~"cii!. d!-fl<lP!!racionsf_de 27 de """¡lambrl! de U1ü. S.'ie C. N° 43,
pártsf". 49 V 49.

• ~"párrafo. 52 V S3.

10 Corte 1. O. H., ~so Trujillo Oroz8, 2Jj!.cit.. párrafo 41 .
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Gladys Oroza Vda. de Sol6n Romero (madre de la vtctimal
W21lter Solón Romero Oroza (padre adoptivo de la víctima, fallecido, pero con
derecho a reparación la cual deberá ser transmitida por sucesión a la madre y
hermanos)
Pablo Sol6n Romero (hermano de la víctirna)
Walter Sol6n Romero (hermano de la vfctima]r"
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, 5. Lo anterior es consistente con la jurisprudencia de la Honorable Corte, por
cuanto en el caso del desaparecido Ernesro Cestilto Páez c. le República del Perú señal6
que "el derecho a la indemnización por los daños sufridos por las víctimes hasta el
momento de su muerte se transmite por sucesión a sus herederos. Por el contrario. los
daños provocados a los familiares de la víctima o a terceros por su muerte pueden ser
reclamados fundándose en un derecho propio. A este criterio debe añadirse lo señalado en
el resolutivo 4 de la sentencia de 3 de noviembre de 1997, en el cuel este Tribunal
reconoció la calidad de vrctímas a los familiares de Ernesto Rafael Castillo Páez"."

16. En términos generales, la indemnización corresponde a quienes resultan
directamente perjudicados por las violaciones de los derechos humanos. Los titulares de la
reparación pueden abarcar a los miembros de la familia u otras personas que tengan cierto
grado de dependencia económica de la vrctime. La Declaración de las Naciones Unidas
sobre los Principios Fundamentales de Justicia para las Vlctimas de Delitos y del Abuso de
Poder señala que:

­e
~.' "

Se entenderá por vlct¡'mas las personilS (lue. individuel o colectivamente, hayan sufrido deños.
inclusive lesiones f(sicas o menteles. sufrimiento emocional. pérdida financiera o menoscabo
sustancial de sus derechos fundament.les ....

En la expresión vlctime $e incluye además, en su caso, a 10$ familiaree o personllS a oargo que
tengan relación Inmsdlete con 111 vlc::tima directa y e las personas que hayan sufrido daños .,
intervenir para asistir a ,. v(c:time en peligro O para prlvenir la vic:timizeción.';¡

11'",
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'e
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17. Es evidente que en el presente caso, José Carlos Trujillo Oroza, «qulsn fue
detenido arbitraria e ilegalmente, torturado y desaparecido por agentes del Estado
bollviano-- no es la úniea vrctima, ya que sus familiares también sufrieron la forma y las
condiciones en que se le privó de la vida; el trato humillante y degradante de Que fueron
objeto cada vez que visitaban a su ser querido durante el tiempo que permaneció recluido
antes de ser desaparecido; el sufrimiento emocional y psicológico que significa haberlo
visto con signos de tortura y la incertidumbre de no saber ., paradero ni su destino sumado
al sufrimiento de no haberle dado cristiana sepultura porque los restos jamás fueron
hallados por el Estado. Todo ello sin contar el perjuicio econ6mico, ya que José Carlos
Trujillo Oroze apenas comenzaba sus estudios universitarios y con el tiempo hubiese sido el
lilV8tento para sus padres, especialmente ahora que doña Gladys Oroza acaba de quedar
viuda. Finalmente. también debe tenerse en cuenta que a pesar del tiempo transcurrido
ninguno de los autores materiales e intelectuales se encuentra purgando condena por tan
execrables hechos.

...

..

" Corta L c- 1-1., Caso Cutlllo Piilei'., ~e, párrafo 59.•

" Theo Va,.. aoven. S!Jj!.el\.• p'".lo 1S-
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IV. INDEMNIZACiÓN
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A. QAf!O MA'1.:ERIAl,..- La Honorable Corte ha establecido en su amplia
jurisprudencia sobre reparaciones que los daños materiales comprenden el daño emergente,
el lucro cesante y el daño patrimonial del núcleo familiar.'~

1. Daño Emergente
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18. El daño emergente en el caso sub judice comprende los gastos en que
incurrieron los familiares de José Carlos Trujillo Oroza, como consecuencia directa de los
hechos que motivaron la violación. Este rubro incluye gastos por servicios médicos y
psicológicos, fotocopias, llamadas telefónices, honorarios profesionales para gestiones
judiciales y administrativas, viajes, gastos efectuados por los familiares de la vrctima para
dar con su paradero o en su defecto encontrar sus restes, etc.

, 9. La Comisión hace suyos los cálculos y las sumas solicitadas por concepto de
daño emergente -·asf como la prueba documental acompañada-o por los representantes de
los familiares de la vfctima, en el escrito que sometieron a la consideración de la Honorable
Corte. La Comisi6n considera que ese estimado representa una apreciación razonable de
los gastos en que, desde 19721 incurrieron los familiares de la víctima para la realización de
trámItes y otras acciones relacionadas en forma directa con la desaparición forzllda de José
Carlos Trujillo Oroza.

2. Lucro Cesante

20. Dentro del concepto de lucro cesante debe incluirse todo ingreso que José
Carlos Trujillo Oroza pudo haber recibido durante los años de vida, es decir las
retribuclcnes, su actualización por depreciación o desvalorización monetaria e intereses
desde la fecha en que se produjo la detenci6n ilegal y desaparición forzada de la vrcttma.
Al considerar la indemnización por los daños efectivamente producidos, la Honorebte Corte
ha utilizado los salarios perdidos como consecuencia de las violaciones como base principal
para evaluar los del'los materiales. Cuando los salarios no estaban fijados, la Corte ha
utilizado el salario rnfnirno o la canasta básica alimentaria. 14

21. En caso que los herederos fuesen los destinatarios del lucro cesante, deberán
ser calculados con una apreoiación prudente de los daños sobre la base de presunciones
del tiempo estimado de vida de la vrctima y su salario medio de acuerdo a su condición.
Según la Honorable Corte, en este tipo de situaciones se debe descontar un 25 % para
gastos personales. 15 Ese Alto Tribunal ha adoptado una serie de criterios para el cálculo
del lucro cesante:

r
t

• •

'3 Vliue s;¡uo 'millo Páez, S.ntencla 50br. l'Ieparac;ones, .QI?cit" pllrrefo 75.

r
f:-

lO Vé... .GuS Vel.lle9ll"l RodrrlllolU. pirro 46; Caso (lodfnu Cruz, parro 44; C!!,so AloebgetR!. párr. 66; 9.50 El
~, párr. 26; ira Al , pllrr. 46,

" Corte l. O. H,. Cno N_ira Alesr!!. Aepa,ac;on.$. ep.eit., párrs. 44-49.
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A. La edad del fallecido a la fecha de su desaparición forzada o de su muerte de
acuerdo con la partida de nacimiento;­,,

•
•

8. La expectativa de vIda del pats donde ocurrieron los hechos;

~,,
•
~,

~
•,
\! .

i

C. La actividad laboral o educativa que desempeñaba la víctlma para la facha en que
ocurrieron los hechos V las mejores econémicas que ello le hubiese podido representar si
culminaba sus metas profesionales.

D. El salario real que devengaba la vrctrrna o, si es desconocido, el salario mfnimo
mensual vigente en el pals.

P­
<.
r
••

r

r••

22. JoSé Carlos Trujillo Oroza nació el 16 da mayo de , 949. es decir que para la
época de los hechos tente 22.5 años de edad. La víctima era estudiante de tercer año de
Filosoffa en le Universidad de Santa Cruz, Bolivia, y se desempel\aba como camarógrafo a
tiempo parcial.

23. La Comisión hace suyos los cálculos y las sumas solicitadas en este rubro
por los representantes de los familiares de la vrctlme, en el escrito que presentaron a la
Honorable Corte, ya que considera que representan una apreciación prudente de los daños .

r

r
f --

3. o.no Patrimonial del Núcleo familiar

24. El daño patrimonial del núcleo familiar, según la Honorable Corte, "es
origlnlldo por la desaparición de la vrctimaff 1e 10 cual podrra incluir pérdidas patrimoniales
diversas tales como la disminución de los ingresos 1ami/il'lres, la quiebra del negocio
temiliar. etc., como consecuencia del detrimento de las actividades laborales o comerciales
del grupo familiar. En el caso Castillo PiJez centre 18 República del Perú «slrnllar al case
sub jud/ce porque se trata de un desaparecido--, la Honorable Corte señaló que "en
términos reales existió un datlo patrimonial generel ocasionado el grupo familiar por la
desaparici6n de un miembro de ella, por motivos imputables al Estado, lo cual generó a la
familia trastornos económicos y de otra rndole que deben ser reparados.:"y

25. Al igual que en el caso Castillo Phz, la Comisión considera que la detención
ilegal, tortura y posterior desaparición forzada de José Carlos Trujlllo Oroza ocasionaron al
grupo familiar trastornos económicos por motivos imputables al Estado boliviano, tales
como la búsqueda infructuosa de la vrctima primero y de sus restos posteriormente.

"",. ,
;: .
~ - '
" .

26. La Comisión hace suyos los cálculos y las sumas solicitadas en este rubro
por los representantes de la víctirna, en el escrito que presentaron a la Honorable Corte, ya
que considera que representan una apreciación prudente de los daños.

17 corte I.O.H•• iáltm•• p4rrafo 76.
'1' _,
"¡;.- -
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,< Corte LO,K.. Ca o Ca5til el, 2,P,cit .. ",4rrato 71 .c
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27. La Honorable Corte ha manifestado en el pasado Que "el daño moral infligIdo
a [una) vtetlma resulta evidente, pues es propio de la naturaleza humana que toda persona
sometida a agresiones y vejámenes (detención ilegal, tratos crueles e inhumanos,
deseparición y muerte), experimente un agudo sufrimiento moral. La Corte estima que no
se requieren pruebas para llegar a la mencionada conclusión. Al ser imposible otorgar a la
propia vrctima el resarcimiento por daño moral, deben aplicarse los principios propios del
derecho sucesorio. Tal y como lo ha establecido 1" Corte, los familiares inmediatos, en
algunes circunstancias, pueden considerarse sucesores para el reclamo de las
correspondientes indemnizaciones". Hl

28. Esta compensación en el caso de los familiares tiene como fundamento la
reparación del dolor sufrido por la desaparición forzada y muerte de la vrctlma,
entendiéndose que no hay que probar el dolor sufrido, porque es una presunción jurfs er de
jure. As! lo entendió la Honorable Corte en el caso de la desaparición de Ernesto Castillo
PáBZ cuando manifestó que "en el caso de los padres de la víctima, no es necesario
demostrar el daño moral, pues éste se presume. Tal y como lo ha dicho esta Corte, se
puede admitir la presunci6n de que los padres han sufrido moralmente por la muerte cruel
de sus hijos, pues es propio de la naturaleza humana que toda persona experimente dolor
ante el suplicio de su hijo. Esta postura se ve complementada por la jurisprudencia reciente
de la Corte, al establecer que las circunstancias de la desaparición forzada generan
sufrimiento y angustia, además de un sentimiento de inseguridad, frustración e impotencia
ante la abstención de las autoridades públicas de investigar 105 hechos".19

29. La Honorable Corte también ha señalado que son muchos los casos en que
otros tribunales internacionales han acordado que fa sentencia de condena per se
constituye una indemnización suficiente del daño moral. No obstante, ese Alto Tribunal
también manifiesta "que ello no sucede cuando el sufrimiento moral causado e les víctimas
y a su familia s610 puede ser reparado, por vía sustitutiva, mediante una indemnización
pecuniaria. En estas circunstancias es preciso recurrir a esta clase de indemnizaci6n
fijándola conforme a la equidad y basándose en una apreciaci6n prudente del daño moral,
el cual no es susceptible de una tasación precisa. La Corte ha declarado que el daño moral
es resarcible seg'm el Derecho Internacional y, en particular, en los casos de violación de
los derechos humanos".2o

30. Es evidente que en el caso sub judfce el sufrimiento moral causado a la
vrctima y a sus familiares sólo puede ser reparado por vfe sustitutiva mediante una
indemnización pecuniaria por cuanto José Carlos Trujillo Oroza se encuentra hasta la fecha
en calidad de desaparecido V en vista del tiempo transcurrido se presume su muerte. En
consecuencia, el daño moral en este caso tiene su fundamento en el sufrimiento provocado
a la vlctima y a sus familiares a partir del 23 de diciembre de 1971, fecha de la detención
arbitraria e Hegal cometida por agentes de la Dirección de Orden Politico (OOP). Este daño

1$ Corto I.O.H., ldem .. lJérrofo 96.
o •

" Corto I.O.H., 12em" lJé....fo e8; ~§o AIs.bottoo y Otro!!, Fleparecio~es, lJé".fo ?8, Caso Garrido y S3199"e.8,
Reparaciones, lJárrafo 62;~, Sentencia de 24 de Inlro dI 1988, Serie e, N° :'>6, párrafo 114.

20 Corte I.O.H.. Cl!'O Vllá~gye,:.llodtlll!/!Z, Indemnización ComlJ(lnsatoria. párrafo 27 y Casg Godfnoz Cruz.
Indemnización Compensatoria, párrafo 24.
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moral también debe comprender las torturas a las que fue sometida la vfctirna, su
desaperici6n forzada y su muerte violenta por parte de agentes del Estedo boliviano. Esa
Ilustre Corte también debe tener en cuenta el sufrimiento ocasionado a la madre de la
vfctlrna cuando observó a su hijo --ilegalmente encarcelado-- con visibles signos de tortura
antes de que los egentes bolivianos procedieran a su desaparición.

31. En este sentido. la Comisión ha tenido conocimiento que el dolor y
sufrimiento de le madre de la vretirna al ver a su hijo ilegalmente detenido en diciembre de
1971 tuvo repercusiones en su salud, ya que tuvo que recibir tratamiento médico continuo
para controlar su tensión arterial, pues la madre se dedic6 en cuerpo y alma a buscar
justicia, además de los restos que nunca fueron encontrados por el Estado. Al haber
fallecido recientemente el padre adoptivo de José Carlo,s Trujillo Oroza, la madre pasa a
compartir con el resto de los familiares la titularidad del perjuicio moral que sufrió la víetlma
hasta su muerte.

32. Según las informaciones proporcionadas por los representantes de la vfctirna,
Walter Sol6n se convirtió en el único padre de la víctima desde que éste terua tres años ya
que el padre biológico abandonó el hogar cuando éste tenta cinco meses de nacido y casi
nunca lo volvió a ver. José Carlos creció en la misma casa con su padre adoptivo, su
madre y sus hermanos. Desde le desaparición de la vlctirna, el señor Walter Solón se
dedicó a apoyar moral y económicamente a su señora esposa y madre de la vrcttma en
todos sus esfuerzos por lograr justicia y recuperar los restos de su hijo.

33. Pablo Erick Sol6n Romero oroze y Walter Sol6n Romero Oroze, hermanos de
la vrctlma, tenran 15 y , 2 años, respectívamente, cuando éste fue detenido y
desaparecido. Ellos tuvieron serias dificultades de carácter emocional y psicológico para
entender a tan corta edad el significado de una detenci6n ilegal y desaparición forzada.
Actualmente, como adultos continúen apoyando a su madre para esclarecer los hechos que
terminaron con la vida de su hermano,

V. MEDIDAS DE SATISFACCIÓN Y GARANT(AS DE NO-REPETICIÓN

34. La indemnización pecuniaria constituye un elemento esencial de reparación
por las violaciones de los derechos humanos cometidas en este caso. No abstente,
algunos aspectos de estas violaciones y sus consecuencias no pueden reparase de ese
modo. Las medidas no pecuniarias sirven para reforzar la validez de la obligación
quebrantada y constituyen un medio para Que el Estado reconozca su responsabilidad
brindando en cierta medida satisfacción a las personas lesionadas por la conducta del
Estado. Es importante también que en la formulación de medidas de reparación se tomen
en cuenta las necesidades y los deseos de los familiares de la vrctime. En este sentido, II!!
Comisi6n de Derechos Humanos de las N8ciones Unidas ha manifestado que la reparación
de los daños ocasionados por vlcleclenes de los derechos humanos comprende "por una
parte, medidas individuales de reparacién relativas al derecho de restituclón, indemnización
y rehabilitación y, por la otra, medidas de alcance general tales como garantfas sobre la no­
repetición y medidsfi de satisfacción". 2'

21 Nacion•• Unida•• Consejo Económieo y Social, Comisión da Darecho. Humanos, EICN.41sub,211997120, Informe
!iOll1 ,a,\ll!'" de la .1'1I1$116n gil 1, impuDiag de los .IIW!9ru de vjo.!;¡¡;ione,' de IO',.J:l"ru"10s humanO! :; datlSl:!2s civiles y
Il$ltrlil;O., I>,.pa,ado 1>0' .1 sefior Joinet, de conformidad con la resolución 1996111 S d.. la SUbClQmioián, P'incipiQ 39,
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• 35. Las medidas de satisfacción representan un aspecto de la reparación
entendido en sentido amplio. Dicho en otras palabras, la reparación es "toda medida que el
responsable de una violación debe adoptar, conforme al derecho consuetudinario o a un
tratado, aparte de la restitución y la compensación y que tiene como fin el reconocimiento
de la comisión de un acto i1ícito",~~ Los tres actos que en forma acumulativa comprende la
satisfacción son los siguientes: Al las disculpas o cualquier otro gesto que demuestre el
reconocimiento de la autoría del acto en cuestión, SI el juzgamiento y castigo de los
responsables, y Cl la adopción de medidas para evitar que el daño se repita. 23 Si la
legislación es incompatible con el objeto y fin del tratado, la adaptación de la legislación
constituye la solución natural.14

36. La Comisi6n ha sido informada que los familiares de la vrctima deseen las
siguientes rnsoldes de satisfacci6n, no-repetición y ·rehabilitación; Al Investigación sobre el
paradero del desaparecido y devolución de sus restes, Bl Investigación y sanción efectiva
de 10$ autores materiales y encubridores, Cl Reformes legislativas, DI Reconocimiento
público de responsabilidad, y El Atención médice especlallzeda de rehabilitación.

37. En términos generales, la Comi5i6n considera justas ras pretensiones de los
familiares de la víctima, por cuanto nos encontramos ante hechos de suma gravedad que
constituyen múltiples violaciones de los derechos consagrados en la Convención
Americana. La tarnilla Trujillo Oroza ha venIdo sufriendo durante casi tres décadas la
desaparición de un ser querido a manos del Estado. Más grave es aun, que a pesar de
conocerse los nombres y apelfidos de los responsables, dichos hechos se mantengan en la
más absoluta impunidad. La Comisl6n tampoco puede dejar de reiterer a la Honorable
Corte el sufrimiento de unos padres al presentir la muerte de su hijo, y no saber dónde se
encuentran sus restos. En consecuencia, la Comisión fiel a la jurisprudencia de eS8 Ilustre
Corte considera que tanto la investigacl6n del paradero de la víctima como la investigación
y el esclarecimiento de los hechos que dieron lugar e la detención ile~al, tortura y
desaparición forzada de José Carlos Trujillo Oroza constituyen obligaciones de oficio e
indelegables del Estado. Tal como ha seña fado la Honorable Corte en el caso Ernesto
Castillo P6ez contra la RepÚblica del Perú:

En relación con las violaciones a la ConvenciÓn Americana anteriormente citadas [Brtrculo5 1.
4, 5 Y 26, en relación con el 1.1 J. l. Corte considera que el Estado peruano esté obligado a
investigar r08 tlechos que las produjeron. lnclu.ive, en .1 Iupl.lesto que dificultades del orden
interno Impidiesen identificar a los individuos ,.sponsables por los delitos de esta naturaleza.
sub.¡.te el derecho de los fltmili..es de la vrctima de conocer cuál full 111 deltlno de ésta y, en
su caso, d6nde se encuentran sus 'lIatos. Corresponde por tanto 111 Eatado. satisfacer BSlIS
justas expectativ8S por los medios • su IIlc.nce. A ese debe' de investigar se suma el de
prevenir la posible comisión de deeaparleiones forzad.s y de sancionar" los responsllble. de
las mismas. Tales obligacion..s • e.rgo del Perú se mant.ndroln hasta su tot81 cumplimiento.2!
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38. La Honorable Corte confirmó. además, que "el Estado tiene el deber de
investigar las violaciones de los derechos humanos y procesar a los responsables y evitar ta
impunidad. La Corte ha definido la impunidad como la falta en su conjunto de
investigación, persecucl6n, captura, enjuiciamiento y condena de los responsables de las
violaciones de los derechos protegidos por la Convención Americana y ha señalado que el
Estado tiene la obligaci6n de combatir tal situación por todos los medios legales disponibles
ya que la impunidad propicia la repetición cr6nica de las violaciones de derechos humanos
y la total indElfensí6n de las vrcnmas y sus familiares".28
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39. En consecuencia, la reparación efectiva de los daños causados en el caso
sub judice conlleva necesariamente el deber de investigación del Estado no sólo para dar
con el parltdero de la vtctíma sino ti!lmbién para esclarecer la verdad de los hechos que
ocurrieron a partir de la detención ilegal, torturav desaparición forzada de José Carlos
TruJlllo Oroza el 2 de febrero de 1972. En este sentido, el Estado deberá sancionar
penelmente a los autores materiales, intelectuales y encubridores de estos hechos.

40. El Estado tiene aun la posibilidad de cumplir con sus obligaciones
internacionales si sanciona a los autores materiales e intelectuales de los hechos acaecidos
en Santa Cruz, Bolivia. El esclarecimiento totet de los hechos y la garantra que se pueda
ofrecer a los familiares de la vfctirna con respecto ~I adecuado castigo de los responsables
es un compromiso que el Estado boliviano debe asumir, ya que constituye uno de los
principales reclamos de la 'familia Trujlllo Orou. El dolor de haber perdido a seres queridos
se agiganta cuando va acompañado de impunidad.

41 . El secuestro o detención ilegal, la tortura, la desaparición forzada, y el
homicidio intencional constituyen delitos de acción pública que deben ser instruidos de
oficio por cualquier juez a través de una notiti« crirninls, Igualmente, al tratarse de delitos
de acción pública, cualquiera --incluyendo los 'funcionarios del Estado- debe constituirse en
denunciante, independientemente de sus vinculaciones con la vrctlme. la Comisión tiene
conocimiento Que el Estado ya Inició de oficio las investigaciones en este caso, por lo que
espera que dentro d. un plazo razonable los responsables sean s~ncionedos penalrnente
por los delitos cometidos. La Comisión espera, asimismo, que el Estado encuentre los
restos de José Carlos Truji1lo Oroza y se los entregue a su madre para que pueda darle
cristiane sepultura.

42. Con respecto a le solicitud de reforma legislativa requerida por los faml\lares
de la vfctima como medida de satisfacción en este caso, la Comisión lo considera
pertinente por cuanto el delito de desaparición forzada de personas todavfa no ha sido
incorporado al Código Penal vigente. La Comisión entiende que existe Un proyecto de ley
en este sentido y valora los esfuerzos del Estado, pero considera al mismo tiempo que sus
obllgaclonelO internacionales como Estado Parte de la Convención serán cumplidas sólo
cuendo dicho delito sea efectivamente tipificado en el Código Penal boliviano. L.a Comisión
tampoco puede dejar de valorar como positivo que el Estado haya ratificado en mayo de
'999 la Convención lnteramericana sobre Desaparición Forzada de Personas.

u Corte 1.0.H .• CRGO C8$til.o Phz. Sentencia de Repa,acionas de,27 da noviembre da 1998. párrefo 107.
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43. En cuanto a la solicitud da los familiares de la vrcnma para que el Estada
reconozca públicamente su responsabilidad. la Comisión entiende que la Honorable Corte
tiene una amplia jutisprudencia al raspecto la cual establece Que "la posibilidad de que las
vrctlmas de violaciones de derechos humanos o sus familiares demanden al Estado ante
una instancia internacional y partícipen en el proceso en forma directa o mediata,
constituye por sr misma una forma de satisfacción y, especialmente, si el proceso conduce
e une sentencie de condena (... 1. Es de observar l..'> que la Corte cuenta con mecanismos
id6neos de publicidad de sus fallos Que a la vez constituyen una forma adioional de
reparación".27 Al respecto, 111 Comisión considere que el retiro de las excepciones
preliminares efectuado por el Estado y su posterior reconocírntente de los hechos
expuestos por la Comisión en su demanda, as( como su aceptación de responsabilidad
internacional ante esa Ilustre Corte constituyen medidas de satisfacción en el presente
caso. No obstante, la Comisión entíende la solicitud de los familiares de la vfctima pera
que el Estado levélnte un monumento en memoria de la vfctima y declare el 2 de febrero
como "Ofa Nacional de los Detenidos Desaparecidos", como gestos simbólicos para
recordar la fecha en que fue desaparecido J05é Carlos Trujillo Oroza.

44. La Comisión apova, asimismo, la solicitud de los famIliares de la vrctima para
que el Estado boliviano les ofrezca todas las iacilidades necesarias para su rehabilitación
mental, tr5íce y psicológica, ya que el trauma resultante de haber tenido desaparecido un
sar querido durante casi tres d~cad8s a manos del Estado es evidente. y por tanto. su
solicitud se hace justa. Son muchos años Que los familiares de la vrctima han sufrido no
solamente buscando inútilmente B su ser querido, sino también, justicia. Todo ello tiene
que haberlos afectado psicológica, y emocionalmente, V por ccnsluuiente el Estado tiene la
obligación de a~ístirlos para lograr su total rehabilitación.

VI. CONCLUSiÓN

45. José Carlos Trujl110 Oroza fue dauperecido por agentes del Estado boliviano
el 2 de febrero de 1972, y los hechos materia del presente caso se mantienen impunes.
Los restos de la vtctirna tampoco han sido hallados por el Estado ti pesar del tiempo
transcurrido. El Estado boliviano ha reconocido públicarnente ante e58 Honorable Corte su
reaponsabilidad internacional por la violación de múltiples derechos consagrados en la
Convención Americana en perjuicio de la vrctima V su. familiares. Las personas
identificadas en este escrito como titulares de las reparaciones han sufrido daños
materiales, personales y morales como consecuencia de las violaciones de los derechos
humanos aquf señaladas.

46. De acuerdo con el espfrltu del artrcuio 23 del Reglamento de la Honorable
Corte, en el sentido de Que en la etapa de reparaciones le vfctima y sus representantes son
los sujetos idóneos para presentar los argumentos y hechos relacionados con el atcance y
monto de las indemnizaciones asr como los elementos probatorios, la Comisión hace suyas
las sumes solicitadas asr como el ofrecimiento de prueba testimonial y la prueba
documental Iilcompañada por los representantes de los familiares de la v(ctima en el escrtto
que presentaron a la Honorable Corte. La Comisión aguarda la audiencia Que se
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27 Corte I.D,H., Id!m., párr~to 96.
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programará sobre el tema de las reparaciones, y la oportunidad procesal para presentar los
argumentos y demás pruebas testimoniales ylo documentales.
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En virtud de los fundamentos de hecho y los argumentos de derecho
expuestos en el presente escrito, la Comisión solicita a la Honorable Corte que:

1 . Dentro del pIno de seis meses contados a partir de la notificación de la
sentencia de reparaciones, el Estado de Bolivia cumpla con su obligación de investigar,
procesar y sancionar penalmente a los responsables de los hechos que dieron lugar a la
detención ilegal. tortura y desaparición forzada de José Carlos Trujillo Oro;za.

2. Dentro del plazo de seis meses contados a partir de la notificación de la
sentencia de reparaciones, el Estado de Bolivia cumpla con su obligación de informar B los
familiares de la v(ctima acerca de las investigaciones realizadas dentro de la jurisdicción
interna boliviana con el objeto de dar con el paradero del desaparectdo y/o, en su caso,
ubique el lugar donde se encuentran sus restos.

3. Dentro del plazo de seis meses contados a partir de la notificación de la
sentencia de reparaciones. el Estado de Bolivia cumpla con su obligación de hacer efectivo
el pago correspondiente a las indemnizaciones pecuniarias relativas al daño moral y daño
material en favor de la vrcnms y sus familiares ·-incluyendo las retrlbuctones, su
actualización por depreciaci6n o devaluacíón monetaria e intereses desde la fecha en que
se produjo la detención ilegal y desaparición de la víctima, V los gastos en que incurrieron
los flllmiliares en sus actuaciones ante las autoridades bolivíanas- con base en los cálculos
y en las sumas solicitadas por los representantes de los femí/iares de la v(ctima en el
escrito que sometieron a la consideración de la Honorable Corte. El Estado puede cumplir
esta obligación mediante el pago an dólares estlldounidense5 o en une suma equivalente en
moneda nacional boliviana. El pago de la indemniZlllci6n estará exenta de todo impuesto
ectuelmente existente o que pueda decretarse en el futuro. En caso que el Estado
incurriese en mora deberc'í pagar un interés sobra el total del capital adeudado, que
corresponderá al interés bancario corriente en Bolivia haste hacer efectivo el pago.

4. Dentro del plazo de seis meses contados a partir de la notificación de la
sentencia de reparaciones, el Estado de Bolivia cumpla con su obligación de hacer efectivas
las medidas de satisfacción, rehabilitación y no-repetición solicitadas en favor de la vrctima
y sus familiares.

5. Supervise el cumplimiento de esta sentencia y que sólo después de cumplida
totalmente se archive el presente caso.

6. Disponga la celebración de una audiencia en el momento que considere
oportuno, a fin de que la Comisión y los representantes de la vfctima puedan presentar los
alegatos adicionales que estimen convenientes.

--__·_·_1_::-------- .--- _
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